
ConstituciÃ³n espaÃ±ola de 1812• 

La marcha de Fernando VII y la presencia invasora francesa provocÃ³ un vacÃ−o de poder en 1808. La
guerra habÃ−a empezado y las capitulaciones de los monarcas ante NapoleÃ³n acrecentaron la sensaciÃ³n de
vacuidad. Frente al derrumbamiento de la AdministraciÃ³n, la resistencia se estructura a travÃ©s de juntas
provinciales y locales que representan un autÃ©ntico poder paralelo, hecho que conllevarÃ−a a que la
legitimidad monÃ¡rquica diera paso a la popular.

Frente a esta pluralidad de centros de poder, se crea la Junta Central que procederÃ¡ a la convocatoria de
Cortes (no estamentales) que devendrÃ¡n constituyentes: 24 de septiembre de 1810 se constituÃ−an las
Cortes de CÃ¡diz y el mismo dÃ−a se aprueba un Decreto en el que aparecen los principios bÃ¡sicos del
futuro texto constitucional: la soberanÃ−a nacional y la divisiÃ³n de poderes.

Estaban formadas por una amalgama de intereses, pese al marcado sello liberal de las Cortes, existÃ−a
presencia de corrientes absolutistas y reaccionarias junto a diputados reformistas o radicales. Incluso parte de
los diputados conservadores, acabarÃ−an promulgando un manifiesto en el que pedÃ−an a Fernando VII que
suprimiera a su retorno la ConstituciÃ³n (Manifiesto de los Persas). Aun asÃ−, la ConstituciÃ³n tendrÃ¡ un
carÃ¡cter de compromiso entre las opciones liberales y absolutistas.

CaracterÃ−sticas de la ConstituciÃ³n de 1812

La ConstituciÃ³n jugarÃ¡ un papel importante en cuanto sÃ−mbolo del constitucionalismo
decimonÃ³nico: representa la bandera del liberalismo espaÃ±ol durante dÃ©cadas frente a las
posiciones absolutistas.

• 

A pesar de su simbolismo, su vigencia fue muy reducida e intermitente: estuvo en vigor solo seis
aÃ±os y en perÃ−odos distintos:

• 

1812 a 1814 (vuelve Fernando VII y deroga el texto).• 
1820 (inicio del trienio liberal) a 1823. vuelve Fernando VII con los 100.000 hijos de San LuÃ−s.• 
1836 a 1837 (cuando se promulga una nueva constituciÃ³n)• 
Adolece de tener una enorme extensiÃ³n de artÃ−culos (384), la mÃ¡s extensa del
constitucionalismo. AdemÃ¡s, regulaba determinados temas con un carÃ¡cter exhaustivo (como el
caso del sistema electoral que constituye prÃ¡cticamente una ley electoral dentro de la
ConstituciÃ³n). Es debido a que se dudaba de las reacciones del monarca frente a un texto que
limitaba su poder y por otra parte, por el racionalismo imperante.

• 

Esa desconfianza se mostraba en las clÃ¡usulas de reforma que la convertÃ−an en una ConstituciÃ³n
superrÃ−gida: tales eran las trabas que se aproximaba a las clÃ¡usulas de intangibilidad, vg.: el 375
expresaba que no podÃ−a realizarse la reforma hasta pasados ocho aÃ±os de la prÃ¡ctica en todas sus
partes.

• 

Respecto de las influencias, se inspirÃ³ en la tradiciÃ³n de las antiguas leyes fundamentales del Reino
(aunque sus dictados suponÃ−an una ruptura frontal con los principios del Antiguo RÃ©gimen), de la
ConstituciÃ³n francesa de 1791 y la estadounidense de 1787.

• 

Principios inspiradores

La soberanÃ−a nacional es recogida en el artÃ−culo 3, al seÃ±alar que la soberanÃ−a reside
esencialmente en la NaciÃ³n y, por lo mismo, pertenece a Ã©sta exclusivamente. Esta apelaciÃ³n ya
se habÃ−a concretado en el Decreto de 1810 al determinar que la identificaciÃ³n anterior entre Rey y
Estado se verÃ−a literalmente rota al reconocer la ConstituciÃ³n la soberanÃ−a a un nuevo sujeto,
como era la NaciÃ³n.

• 

La divisiÃ³n de poderes, con una serie de peculiaridades, al mencionarse a los tres poderes clÃ¡sicos,• 
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pero mÃ¡s que una divisiÃ³n es una separaciÃ³n estricta. Apenas tenÃ−an canales de comunicaciÃ³n
entre sÃ−. En lo Ãºnico que se advertÃ−a una tÃ−mida colaboraciÃ³n era en el ejercicio de la
potestad legislativa entre las Cortes y el Rey.
La representatividad: ruptura con el viejo mandato imperativo, pues los diputados son representantes
de la naciÃ³n, excluyÃ©ndose las partes que lo eligieron.

• 

Derechos y deberes de los ciudadanos

La ConstituciÃ³n carece de un tÃ−tulo especÃ−fico, pero a lo largo del texto se recogen de forma diseminada
distintos derechos.

Por un lado, el artÃ−culo 12 (la religiÃ³n de la naciÃ³n espaÃ±ola es y serÃ¡ perpetuamente la CatÃ³lica
ApostÃ³lica Romana, y la naciÃ³n la protege por leyes sabias y justas y prohÃ−be el ejercicio de cualquier
otra) es confesional y cerradamente confesional, al imponer una religiÃ³n y prohibir el resto. Es pues, a sensu
contrario, la negaciÃ³n de la libertad religiosa.

Los derechos reconocidos y diseminados por el texto reproducÃ−an los derechos individuales burgueses
importados de la RevoluciÃ³n francesa, asÃ−, el artÃ−culo 4 habla de la libertad civil, la propiedad y los
demÃ¡s derechos legÃ−timos (clÃ¡usula abierta).

La igualdad parece enunciada de forma menos enfÃ¡tica que en la DeclaraciÃ³n de los Derechos del Hombre
y del Ciudadano de 1789, se formulaba la existencia de un solo fuero para toda clase de personas en causas
civiles y criminales y se reconocÃ−a el sufragio activo. ExistÃ−a libertad de expresiÃ³n (excepto a los
escritos religiosos).

Se articulaban garantÃ−as en las detenciones y procesos judiciales: prohibiciÃ³n del tormento, inviolabilidad
personal y domiciliaria, el habeas corpus, a ser informado de las causas, entre otras. Se dedicaba un tÃ−tulo
especÃ−fico a la instrucciÃ³n pÃºblica, dando importancia a la enseÃ±anza y reconociendo una instrucciÃ³n
pÃºblica para todos los ciudadanos.

Rey y Consejo de Estado

La figura del Rey se regulaba como un Ã³rgano constitucional que tenÃ−a poderes limitados (poder
constituido) en la medida que compartÃ−a el poder polÃ−tico con otras instituciones (sobre todo, las Cortes).
El art.172 pone de relieve un amplio nÃºmero de materias en las que no podÃ−a intervenir. De sus funciones,
cabe destacar la legislativa a travÃ©s de 2 instrumentos: 1) iniciativa legislativa y 2) la sanciÃ³n y
promulgaciÃ³n de las leyes, asÃ− como la posibilidad de interponer un veto suspensivo de carÃ¡cter temporal
en determinadas condiciones.

El poder ejecutivo recae en el Rey, al tener la competencia sobre la direcciÃ³n de la polÃ−tica interior y
exterior, ejercicio de la funciÃ³n ejecutiva y potestad reglamentaria (en lo no atribuido a las Cortes) y la
defensa. En esencia, parecidas a las ejercidas hoy en dÃ−a por el Gobierno. La figura del Rey era inviolable y
no sujeta a responsabilidad, articulÃ¡ndose en el texto constitucional la figura del refrendo.

Se preveÃ−a la existencia de un Consejo de Estado cuyos miembros eran nombrados por el Rey a propuesta
de las Cortes, que asesoraban al Rey y no tenÃ−an funciÃ³n jurisdiccional (diferencia del Estatuto de
Bayona). Sus dictÃ¡menes no eran vinculantes.

Secretarios de Estado y de Despacho

Nombrados y separados por el Rey, estableciÃ©ndose un cargo incompatible con el de diputado (separaciÃ³n
rÃ−gida de poderes). La ConstituciÃ³n no contemplaba al Gobierno como Ã³rgano colegiado. No obstante, la
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prÃ¡ctica condujo a la existencia del Ã³rgano de Gobierno (reuniÃ³n de los Secretarios) presidido por el Rey
y, mediante Decreto de 1824, por el Presidente del Consejo de Ministros en ausencia de Ã©ste. Se
configuraba este Presidente como un primus inter pares que dirigÃ−a las sesiones cuando no estuviera
presente la figura del Rey.

OrganizaciÃ³n territorial

Se reconocÃ−a la integraciÃ³n del Estado en comarcas y provincias con cierta descentralizaciÃ³n incipiente
de carÃ¡cter administrativo. El gobierno se articulaba a travÃ©s de Diputaciones y Ayuntamientos y se
preveÃ−a la figura del Jefe Superior, nombrado por el Rey, al que se le conferÃ−a el gobierno polÃ−tico de
las provincias y presidencia de los Ayuntamientos (donde hubiere). Es una excepciÃ³n al principio electivo,
interferencia del poder central en las instituciones locales y un precedente de la instituciÃ³n del Gobernador
civil.

CONSTITUCIÃ�N DE 1931• 

Contexto histÃ³rico

E114 de abril de 1931 se celebraron elecciones municipales dando un claro triunfo a las candidaturas
republicanas en las grandes urbes del paÃ−s. El rey Alfonso XIII sus pendi6 sus funciones, tomando el
camino del exilio con toda su familia. En mayo se celebran elecciones a Cortes Constituyentes, resultando un
parlamento de mayorÃ−a republicana y socialista, cuyo ideario queda plasmado en la ConstituciÃ³n de 1931.

El 9 de diciembre del mismo aÃ±o, el Presidente de las Cortes, JuliÃ¡n Besteiro, promulgÃ³ la ConstituciÃ³n
de la RepÃºblica EspaÃ±ola. Esta ConstituciÃ³n recogÃ−a las ilusiones colectivas, depositadas en las urnas
unos meses antes, y que habÃ−an provocado el cambio de rÃ©gimen polÃ−tico. La RepÃºblica y la
ConstituciÃ³n fueron la consecuencia inevitable de la Dictadura del general Primo de Rivera que, en su
caÃ−da, arrastrÃ³ a la MonarquÃ−a de Alfonso )UII y que dio paso a la soluciÃ³n democrÃ¡tica que recogiÃ³
este

texto constitucional.

El contexto polÃ−tico europeo, marcado por el auge de los regÃ−menes totalitarios, ya fueran fascistas
-Mussolini-; nazis -Hitler-; o comunistas -Stalin-; las dÃ©biles y temerosas democracias de la Europa
occidental, asÃ− como la difÃ−cil situaciÃ³n econÃ³mica derivada del crack de Wall Street y traducida en
una gran depresiÃ³n, no iban a hacer fÃ¡cil el des arrollo de esta ConstituciÃ³n de espÃ−ritu profundamente
democrÃ¡tico.

A nivel interno, las reformas que el Gobierno habÃ−a puesto en marcha, incluso antes de la promulgaciÃ³n de
la ConstituciÃ³n eran consideradas demasiado parciales y lentas por las organizaciones obreras, que
presionaban con huelgas y manifestaciones callejeras, mientras que para la oligarquia econÃ³mica y la Iglesia
ponÃ−an en peligro sus privilegios.

Los diferentes intereses y expectativas que cada grupo social habÃ−a puesto en la ConstituciÃ³n, se reflejaron
en largos, tensos y duros debates parlamentarios.

El cardenal Segura, Primado de EspaÃ±a, publicÃ³ una carta, leÃ−da en todas las iglesias, abiertamente
antirrepublicana. Enfrentamientos entre extremistas monÃ¡rquicos y republicanos terminaron en lo que ha
pasado a la historia como “quema de conventos”, en el mes de mayo de 1931.

Principales aspectos. Nuevas aportaciones
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Democracia, regionalismo, laicismo, derechos y libertades, economÃ−a social, son los principios que inspiran
esta ConstituciÃ³n. “EspaÃ±a es una RepÃºblica democrÃ¡tica de trabajadores de toda clase, que se
organizan en rÃ©gimen de Liben de Justicia”, dice su artÃ−culo primero, “que constituye un Estado integral
compatible con la autonomÃ−a de los municipios y las regiones”.

Este aspecto novedoso, aÃºn sin olvidar que se recogÃ−a no idÃ©nticamente, en el proyecto de
ConstituciÃ³n Primera RepÃºblica, en el aÃ±o 1873, se plasmarÃ¡ en Estatutos polÃ−ticos para algunas
regiones espaÃ±olas. El carÃ¡cter democrÃ¡tico se refleja tambiÃ©n en la proclamaciÃ³n de la “soberanÃ−a
popular, de la que emanan los poderes” y que se ejercerÃ¡ mediante sufragio universal: por primera vez
votarÃ¡n en igualdad, hombres y mujeres

mayores de 23 aÃ±os.

Los principios democrÃ¡ticos se recogen asÃ− mismo, en una extensa declaraciÃ³n de derechos y libertades,
individuales y colectivos, polÃ−ticos, econÃ³micos, sociales y culturales.

A la igualdad de todos ente la ley, se suman otros nuevos; reconocimiento del matrimonio civil y del divorcio;
equiparaciÃ³n de los hijos legÃ−timos e ilegÃ−timos; derecho al trabajo; a la enseÃ±anza obligatoria y
gratuita; protege propiedad privada individual, pero la supedita al interÃ©s social, pudiendo ser objeto de
expropiaciÃ³n,...

Todos estos derechos serÃ¡n garantizados por el tambiÃ©n novedoso Tribunal de GarantÃ−as
Constitucionales.

La cuestiÃ³n religiosa fue, como en otras ocasiones, el tema mÃ¡s conflictivo. El texto definitivo afirma la
separaciÃ³n Iglesia-Estado.

“El Estado no tiene religiÃ³n oficial” y se establece la libertad de conciencia y de culto. Como primera a
ciencia se suprime el Presupuesto de Culto y Clero, todo apoyo econÃ³mico estatal a la Iglesia CatÃ³lica y a
las ordenes relÃ−giosas, prohibiÃ©ndoseles el ejercicio de la enseÃ±anza y otras actividades econÃ³micas.
En cuanto a las mÃ¡ximas Instituciones del Estado, se establece la ya clÃ¡sica separaciÃ³n de poderes, entre
lo:

el poder legislativo, como representaciÃ³n de la soberanÃ−a popular, tiene un claro predominio sobre los
demÃ¡s esto, la actividad parlamentaria serÃ¡ muy intensa mientras dure la RepÃºblica. Las Cortes serÃ¡n
unicamerales, elegidas para un periodo de cuatro aÃ±os, por sufragio universal. ParticiparÃ¡n elecciÃ³n del
Presidente de la RepÃºblica y ejercerÃ¡n el control del poder ejecutivo, es decir , el Presidente del Gobierno y
los Ministros.

El Presidente de la RepÃºblica serÃ¡ elegido para un mandato de seis aÃ±os; nombra y destituye al
Presidente: Gobierno y puede disolver las Cortes, hasta dos veces, con motivo argumentado, durante este
perÃ−odo. Tras la aprobaciÃ³n de la ConstituciÃ³n, fue elegido Niceto AlcalÃ¡ Zamora como Presidente de
la RepÃºblica

Manuel HazaÃ±a como Presidente del Gobierno. Posteriormente Manuel AzaÃ±a, insigne orador y mÃ¡ximo
expone

el ideal republicano, fue elegido Presidente, sustituyendo a AlcalÃ¡ Zamora.

La ConstituciÃ³n estuvo vigente hasta 1936, pues el estallido de la guerra civil, en julio de ese aÃ±o, hizo
imposible su cumplimiento, ni siquiera en la zona controlada por el gobierno de la RepÃºblica.
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ConstituciÃ³n de la MonarquÃ−a EspaÃ±ola (1837)• 

El 18 de julio de 1837, MarÃ−a Cristina juraba esta nueva ConstituciÃ³n obligada por los progresistas.
Heredera de muchos de los "principios gaditanos", la nueva ConstituciÃ³n tratÃ³ de conciliar el espÃ−ritu
democrÃ¡tico de CÃ¡diz con el monÃ¡rquico del Estatuto Real.

EstableciÃ³ que la soberanÃ−a volvÃ−a a recaer en "la voluntad de la NaciÃ³n", pero reconociendo la
iniciativa legislativa tanto a la Corona como a las Cortes formando lo que el art. 39 calificÃ³ de "cuerpos
colegisladores"; afianzÃ³ el sistema bicameral, elegido cada tres aÃ±os mediante sufragio directo masculino,
el Congreso, e indirecto censitario, el Senado, donde la reina elegÃ−a personalmente a los senadores entre los
candidatos propuestos por los electores; regulÃ³ el Derecho de PeticiÃ³n de los ciudadanos y, finalmente,
permitiÃ³ una postura mÃ¡s permisiva en materia religiosa.

ConstituciÃ³n de la MonarquÃ−a EspaÃ±ola (1845)• 

El 22 de octubre de 1840, la reina regente, su marido morganÃ¡tico y sus hijos tuvieron que exiliarse en
ParÃ−s durante los cuatro aÃ±os que durÃ³ la regencia del general Espartero. Cuando regresaron, en 1843,
las Cortes "arreglaron" la situaciÃ³n personal del marido de la reina (un escolta de su guardia, AgustÃ−n
Fernando MuÃ±oz, con el que se habÃ−a casado en secreto a los tres meses de enviudar de Fernando VII) y
reconocieron, con tan solo 13 aÃ±os, la mayorÃ−a de edad de la joven Isabel II. La ConstituciÃ³n moderada
que se aprobÃ³ el 23 de mayo de 1845, durante el Gobierno de NarvÃ¡ez, era, en realidad, una modificaciÃ³n
de la del 37 adaptada para que el paÃ−s cayera en manos de la monarquÃ−a, la nobleza y la burguesÃ−a.

De carÃ¡cter conservador, la soberanÃ−a volvÃ−a a compartirse entre las Cortes y la Corona, restableciÃ³ el
carÃ¡cter confesional del Estado y creÃ³ un Senado vitalicio que tenÃ−a atribuciones, no solo legislativas si
no tambiÃ©n judiciales (el Senado era el Ã³rgano encargado de juzgar a los ministros y de conocer los delitos
que afectaran al rey o a la seguridad del Estado); en cuanto al sistema electoral, solamente tenÃ−an Derecho a
votar quienes hubiesen pagado una contribuciÃ³n de 400 reales y, de igual forma, sÃ³lo se podÃ−a elegir a
quienes hubiesen abonado 1.000 reales o tuvieran una renta superior a 12.000, estableciÃ©ndose uno de los
perÃ−odos legislativos mÃ¡s extensos de nuestra historia: cinco aÃ±os.

Por circunstancias de su tiempo, fue suspendida y rehabilitada, sucesivamente, en 1852 y 1856, periodo en el
que se redactaron otros dos proyectos, siendo abolida, definitivamente, tras la expulsiÃ³n de la reina en 1868.

Durante su vigencia, la reina Isabel II inaugurÃ³ el actual Palacio de las Cortes en la madrileÃ±a Carrera de
San JerÃ³nimo el 31 de octubre de 1850. Un edificio neoclÃ¡sico, muy al gusto de la Ã©poca, que, como
nota curiosa, vino a cumplir con lo establecido en el artÃ−culo 104 de la ConstituciÃ³n de CÃ¡diz cuando
seÃ±alÃ³ que las Cortes "se juntarÃ¡n todos los aÃ±os en la capital del reino, en edificio destinado a este solo
objeto".

Proyecto constitucional (1852)• 

La instalaciÃ³n del ferrocarril y la explotaciÃ³n comercial de algunas concesiones crearon el marco adecuado
para que los especuladores hicieran su negocio a costa de la ruina de un paÃ−s donde la corrupciÃ³n se
extendÃ−a por todas las capas del poder; el descontento social llegÃ³ al extremo de que las CÃ¡maras se
tuvieron que clausurar en diversas ocasiones, llegÃ¡ndose a decretar el estado de sitio en todo el paÃ−s
durante el gobierno de Sartorius.

Con esta situaciÃ³n polÃ−tica, no es de extraÃ±ar que el proyecto de ConstituciÃ³n presentado por Bravo
Murillo en 1852 fuese rechazado. A grandes rasgos, otorgaba a la reina facultades legislativas, sin seÃ±alar
quiÃ©n era el titular de la soberanÃ−a ni reconocer expresamente derechos o libertades; y manteniendo los
poderes judiciales del Senado y el sistema bicameral, con legislaturas de cinco aÃ±os.
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ConstituciÃ³n "Non nata" (1856)• 

Entre 1854 (fecha de la revoluciÃ³n progresista que puso al ejÃ©rcito a las puertas de Madrid) y 1868
(destronamiento de Isabel II) transcurrieron catorce aÃ±os de autÃ©ntica crisis de identidad.

A finales del 54, el Duque de la Victoria, Espartero, accediÃ³ de nuevo al poder iniciando el proceso para
elaborar una nueva ConstituciÃ³n de carÃ¡cter progresista (soberanÃ−a nacional, tolerancia religiosa, libertad
de prensa, elecciÃ³n del Senado mediante sufragio directo cada tres aÃ±os, implantaciÃ³n del jurado en
determinados delitos, etc.) pero el texto, aunque se debatiÃ³, no llegÃ³ a prosperar al carecer de la
ratificaciÃ³n real y producirse el enÃ©simo cambio de Gobierno que supuso el ascenso de OÂ´Donnell y la
vigencia, de nuevo, del antiguo texto de 1845.

Posteriormente, sucesivos gobiernos modificaron la elecciÃ³n de senadores para lograr que algunas familias
se perpetuaran en el cargo (1857) pero la reforma se derogÃ³ siete aÃ±os mÃ¡s tarde. A partir de entonces, la
ConstituciÃ³n de 1845 continuarÃ−a aplicÃ¡ndose hasta la llamada RevoluciÃ³n de Septiembre, en 1868, que
terminÃ³ definitivamente con los gobiernos heredados del absolutismo y con el reinado de Isabel II que se
exiliÃ³ en Francia.

ConstituciÃ³n de la MonarquÃ−a EspaÃ±ola (1869)• 

De aquella revoluciÃ³n surgiÃ³ un gobierno formado por liberales y progresistas que inmediatamente
convocÃ³ elecciones para formar Cortes Constituyentes. Inauguradas el 11 de febrero de 1869, en apenas
cuatro meses, el 6 de junio, aprobaron una nueva ConstituciÃ³n, de 112 artÃ−culos, que incluÃ−a el texto
mÃ¡s completo y avanzado que EspaÃ±a habÃ−a tenido hasta el momento.

El TÃ−tulo I, De los espaÃ±oles y sus derechos, sentÃ³ las bases para establecer una autÃ©ntica
declaraciÃ³n de derechos y libertades: ampliÃ³ el derecho de peticiÃ³n; reconociÃ³ el derecho a reunirse y
asociarse; la libertad de imprenta, de palabra y de cultos; la inviolabilidad del domicilio y de la
correspondencia; el derecho de propiedad, etc.

La ConstituciÃ³n de los monÃ¡rquicos revolucionarios, encabezados por Serrano y Prim, reafirmÃ³ tanto la
soberanÃ−a nacional como la separaciÃ³n de poderes: el ejecutivo, que aunque residÃ−a en el rey se
ejercÃ−a por medio de sus ministros; el legislativo, con dos cuerpos colegisladores (Congreso y Senado)
elegidos por sufragio universal, directo y masculino (las mujeres no pudieron votar hasta bien entrado el siglo
XX), y el judicial, ejercido por los tribunales "con juicio por jurados para todos los delitos polÃ−ticos y para
los comunes que determine la ley" (art. 93).

Curiosamente, esta ConstituciÃ³n, que estableciÃ³ como forma de gobierno la monarquÃ−a, surgiÃ³ de una
revoluciÃ³n que destronÃ³ a Isabel II; por ese motivo, el art. 1 de las disposiciones transitorias previÃ³ que
una Ley tendrÃ−a que "elegir la persona del rey". Una bÃºsqueda que resultÃ³ ser mÃ¡s complicada de lo que
parecÃ−a en un principio y que recayÃ³ finalmente en Amadeo I de Saboya, un monarca que entrÃ³ en
Madrid el 2 de enero de 1871 y abdicÃ³ tan sÃ³lo dos aÃ±os despuÃ©s. Su renuncia al trono espaÃ±ol
abrirÃ−a las puertas a la I RepÃºblica y a un nuevo proyecto constitucional.

Proyecto de ConstituciÃ³n Federal de la RepÃºblica (1873)• 

La I RepÃºblica se saldÃ³, en apenas un aÃ±o de vida, con la proclamaciÃ³n de un Estado catalÃ¡n dentro de
la RepÃºblica Federal y movimientos cantonales como el de Cartagena, que "se independizÃ³" hasta enero del
74; insurrecciones en Cuba y Puerto Rico y duros enfrentamiento en la guerra carlista que asolaba el PaÃ−s
Vasco, Navarra y El Maestrazgo; un intento de golpe de Estado y algo que el pueblo no lograba entender:
cinco ministros monÃ¡rquicos formando parte del gobierno republicano.
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Ante esta situaciÃ³n, el proyecto de ConstituciÃ³n que presentÃ³ Pi i Margall a la Asamblea Nacional el 17 de
julio de 1873 no llegÃ³ ni tan siquiera a debatirse, ante el inminente riesgo de colapso y desintegraciÃ³n que
asolaba el paÃ−s.

Entre sus propuestas, el proyecto regulÃ³ que los Estados que componÃ−an "la NaciÃ³n espaÃ±ola"
(AndalucÃ−a Baja, AndalucÃ−a Alta, AragÃ³n, Asturias, Baleares, Canarias, Castilla la Nueva, Castilla la
Vieja, CataluÃ±a, Cuba, Extremadura, Galicia, Murcia, Navarra, Puerto Rico, Valencia y Regiones
Vascongadas) tuvieran completa autonomÃ−a econÃ³mico-administrativa y la facultad de darse una
ConstituciÃ³n polÃ−tica.

En cuanto a los poderes de la FederaciÃ³n, continuÃ³ con la tradiciÃ³n del sistema bicameral pero con la
novedad de convertir el Senado (art. 52) en una cÃ¡mara de representaciÃ³n federal formada por 4 senadores
elegidos por las Cortes de cada Estado; el Congreso, junto al ejecutivo, eran los Ãºnicos Ã³rganos con
iniciativa para presentar leyes y, por lo que respecta al poder judicial, el proyecto estableciÃ³ que todos los
tribunales serÃ−an colegiados, con jurados para toda clase de delitos y con un Tribunal Supremo Federal con
facultades para suspender los efectos de las leyes contrarias a la ConstituciÃ³n. Curiosamente, el TÃ−tulo XI
regulÃ³ la existencia de un cuarto poder denominado "de relaciÃ³n" y ejercido por el Presidente de la
RepÃºblica Federal.

Por Ãºltimo, el proyecto incluyÃ³ un tÃ−tulo preliminar donde estableciÃ³ "los derechos naturales" que toda
persona encontrarÃ−a asegurados en la RepÃºblica (derecho a la vida, seguridad, dignidad, libertad de
pensamiento, etc.), junto con el TÃ−tulo II dedicado a enumerar los derechos y libertades de los espaÃ±oles.

El 3 de enero de 1874, el general PavÃ−a disolvÃ−a la Asamblea y ponÃ−a fin a la I RepÃºblica iniciando el
periodo de la RestauraciÃ³n.

ConstituciÃ³n de la MonarquÃ−a EspaÃ±ola (1876)• 

Al disolver la Asamblea se estableciÃ³ un ministerio de coaliciÃ³n que intentÃ³ poner fin a los cantonalismos,
la guerra carlista, la insurrecciÃ³n de Cuba y la penuria econÃ³mica que vivÃ−a el paÃ−s. CÃ¡novas del
Castillo, un hÃ¡bil polÃ−tico al estilo inglÃ©s, se encargÃ³ de la regencia a partir de aquel momento, en
espera de que se restaurase la monarquÃ−a constitucional, pero el 29 de diciembre de 1874, el general
MartÃ−nez Campos precipitÃ³ los acontecimientos al proclamar a Alfonso XII como rey de EspaÃ±a.

Confirmado en su puesto por el monarca, el gobierno canovista comenzÃ³ a redactar un nuevo texto
constitucional que se aprobÃ³ el 30 de junio de 1876. La llamada "ConstituciÃ³n de los Notables", por las
personalidades que la redactaron, vino a romper la lÃ−nea progresista iniciada veinte aÃ±os atrÃ¡s y
continuada por la ConstituciÃ³n de 1869 y el proyecto del 73; pero como ya hemos visto, nuestras
Constituciones son herederas de los textos que las antecedieron, por lo cual, la de 1876 tambiÃ©n incorporÃ³
un tÃ−tulo dedicado a los derechos y libertades de los espaÃ±oles aunque desde una Ã³ptica conservadora: ya
no se habla de soberanÃ−a nacional ni de libertad de cultos, por citar dos ejemplos, si no de soberanÃ−a
conjunta, entre el Rey y las Cortes, y de un Estado que se declara "catÃ³lico, apostÃ³lico y romano",
indicando que aunque "nadie serÃ¡ molestado por sus opiniones religiosas, no se permitirÃ¡n otras
ceremonias que las de la religiÃ³n del Estado".

Al mismo tiempo, tampoco puede hablarse de una verdadera separaciÃ³n de poderes ya que el rey era, en
realidad, el poder ejecutivo (nombraba ministros, expedÃ−a decretos, indultaba delincuentes, dirigÃ−a las
relaciones diplomÃ¡ticas, etc.) y, a la vez, parte del legislativo (Senado y Cortes) donde hacÃ−a tiempo que
se habÃ−a instalado el caciquismo. En cuanto al poder judicial, "las leyes determinarÃ¡n los tribunales y
juzgados que ha de haber". En otros aspectos, la ConstituciÃ³n tambiÃ©n se remite a leyes posteriores para
organizar territorialmente el paÃ−s. Por ejemplo, el tÃ−tulo X tan solo menciona que habrÃ¡ una DiputaciÃ³n
por cada provincia y que en los pueblos "habrÃ¡ alcaldes y Ayuntamientos". La costumbre de remitirse con
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tanta facilidad a una regulaciÃ³n posterior fue calificada de elÃ¡stica y ambigua por gran parte de la doctrina
que veÃ−a cÃ³mo la propia ConstituciÃ³n permitÃ−a establecer lecturas de diverso signo y que, por ende, se
estaban sentando las bases a la alternancia en el poder mediante el turno de partidos.

Pese a todo, la ConstituciÃ³n canovista ha sido, hasta la fecha, la norma bÃ¡sica que mÃ¡s tiempo ha estado
en vigor, casi cincuenta aÃ±os; un rÃ©cord que la actual ConstituciÃ³n superarÃ¡, aproximadamente, en el
2025.

Anteproyecto constitucional (1929)• 

Tras la muerte de Alfonso XII, la regencia de MarÃ−a Cristina de Habsburgo se caracterizÃ³ por la
alternancia en el gobierno de liberales (Sagasta) y conservadores (CÃ¡novas) que institucionalizaron el turno
de partidos en el Pacto del Pardo. Al contrario que su madre, Alfonso XIII no quiso dejar el gobierno de la
naciÃ³n en manos de los polÃ−ticos y ejerciÃ³ todas las prerrogativas que la ConstituciÃ³n de 1876
atribuÃ−a a la Corona, llegando a nombrar mÃ¡s de treinta gobiernos diferentes que, sin embargo, no
lograron solucionar ni el problema marroquÃ− (desastre de Anual) ni la cuestiÃ³n social (semana trÃ¡gica de
Barcelona, huelgas y manifestaciones, etc.).

El 13 de septiembre de 1923, el general Primo de Rivera dio un golpe militar y, con el beneplÃ¡cito real,
instaurÃ³ una dictadura que, en principio, resolviÃ³ el problema de Marruecos y logrÃ³ una cierta paz social,
pero que con el tiempo (pensaba durar tres meses y se prolongÃ³ durante siete aÃ±os), acabÃ³ granjeÃ¡ndole
la oposiciÃ³n de prÃ¡cticamente todos los sectores de la sociedad.

En los Ãºltimos meses de la dictadura, el 6 de julio de 1929, Primo de Rivera presentÃ³ un anteproyecto de
ConstituciÃ³n a la Asamblea Nacional que tampoco llegÃ³ a prosperar por falta de apoyos.

De carÃ¡cter conservador, los 104 artÃ−culos del anteproyecto establecÃ−an una monarquÃ−a constitucional
donde los tres poderes respondÃ−an "al doble principio de diferenciaciÃ³n y coordinaciÃ³n": el ejecutivo, lo
ejercÃ−a el Rey y, en su nombre, el presidente y los ministros; el legislativo, estaba formado por una sola
cÃ¡mara, las Cortes del Reino, compuesta por dos clases de diputados: unos, elegidos por el Rey, y otros,
mediante sufragio directo por "todos los espaÃ±oles de ambos sexos" (regulÃ¡ndose, por primera vez, el voto
femenino); y, por Ãºltimo, el poder judicial, ejercido por los tribunales y juzgados en nombre del Rey.

En otros aspectos, el texto de Primo de Rivera previÃ³ la existencia de un Tribunal Constitucional, incluÃ−a
un tÃ−tulo con los derechos y deberes de los espaÃ±oles e incorporÃ³, tambiÃ©n por primera vez en un texto
constitucional, diversas menciones sobre la bandera, el escudo y el idioma del "Estado espaÃ±ol" que, de
nuevo, volvÃ−a a ser confesional catÃ³lico.

ConstituciÃ³n de la RepÃºblica EspaÃ±ola (1931)• 

Sin el apoyo de su partido ni el de los militares, Primo de Rivera presentÃ³ su dimisiÃ³n al rey el 28 de enero
de 1930. Alfonso XIII intentÃ³ gobernar el paÃ−s con un directorio de ministros presidido por otro general,
DÃ¡maso Berenguer, pero la situaciÃ³n polÃ−tica era insostenible y un nuevo cambio en el gabinete, con el
almirante Aznar, sÃ³lo consiguiÃ³ restablecer las garantÃ−as constitucionales para celebrar elecciones
municipales, el 12 de abril de 1931, donde triunfÃ³ por aplastante mayorÃ−a la opciÃ³n republicana.

Como consecuencia de aquellos resultados, el monarca depositÃ³ el poder en un Gobierno provisional,
presidido por Niceto AlcalÃ¡ Zamora, y saliÃ³ del paÃ−s; dos dÃ−as mÃ¡s tarde, se proclamaba la II
RepÃºblica y el 9 de diciembre, "EspaÃ±a, en uso de su soberanÃ−a y representada por las Cortes
Constituyentes", decretaba la nueva ConstituciÃ³n de la RepÃºblica.

El texto republicano estableciÃ³ una repÃºblica democrÃ¡tica de trabajadores donde los poderes emanaban
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del pueblo; organizÃ³ el "Estado espaÃ±ol" en municipios mancomunados en provincias, reconociendo la
posibilidad de que Ã©stas se constituyeran en regiones autÃ³nomas; enumerÃ³ los derechos y deberes de los
espaÃ±oles, estableciendo una serie de garantÃ−as individuales y polÃ−ticas; regulÃ³ la existencia de una
sola cÃ¡mara legislativa, el Congreso de los Diputados, compuesto por representantes elegidos mediante
sufragio universal, igual, directo y secreto por "todos los ciudadanos de la RepÃºblica mayores de 23 aÃ±os,
sin distinciÃ³n de sexo"; fijÃ³ las competencias del presidente de la RepÃºblica, que era Jefe del Estado, y del
Gobierno, formado por el Presidente del Consejo y los Ministros; y, finalmente, en cuanto al poder judicial,
asegurÃ³ "la gratitud de la justicia para los necesitados" y la existencia de un Tribunal de GarantÃ−as
Constitucionales.

El estallido de la guerra civil, en 1936, puso fin a su vigencia pero no evitÃ³ que la ConstituciÃ³n
Republicana desempeÃ±ara un importante papel en el desarrollo del constitucionalismo espaÃ±ol, sentando
las bases de muchas instituciones asumidas, en 1978, por nuestra actual Carta Magna.

Leyes Fundamentales del Reino (1967)• 

Acabada la contienda que enfrentÃ³ a nacionales y republicanos, el general Francisco Franco instaurÃ³ un
rÃ©gimen autoritario que se prolongÃ³ hasta 1975.

Durante los cerca de cuarenta aÃ±os que durÃ³ la dictadura franquista, la norma bÃ¡sica que regulÃ³ la vida
de los espaÃ±oles fue una recopilaciÃ³n de textos denominada Leyes Fundamentales del Reino, aprobada por
Decreto el 20 de abril de 1967, que incluÃ−a "(...) atendiendo a un criterio sistemÃ¡tico y no segÃºn el orden
cronolÃ³gico en que fueron promulgadas" las siguientes disposiciones:

- Ley de Principios del Movimiento Nacional, de 17 de mayo de 1958;
- Fuero de los EspaÃ±oles, de 17 de julio de 1945;
- Fuero del Trabajo, de 9 de marzo de 1938;
- Ley OrgÃ¡nica del Estado, de 1 de enero de 1967;
- Ley Constitutiva de las Cortes, de 17 de julio de 1942;
- Ley de SucesiÃ³n en la Jefatura del Estado, de 26 de julio de 1946,
- Y Ley de ReferÃ©ndum, de 22 de octubre de 1945.

En 1975, tras la muerte del general Franco, se iniciÃ³ la transiciÃ³n a la democracia con la proclamaciÃ³n de
una monarquÃ−a constitucional (Juan Carlos I), la legalizaciÃ³n de los partidos polÃ−ticos y sindicatos y la
celebraciÃ³n de las primeras elecciones democrÃ¡ticas, el 15 de junio de 1977, donde se alzÃ³ con la victoria
la coaliciÃ³n UniÃ³n de Centro DemocrÃ¡tico, liderada por Adolfo SuÃ¡rez.

ConstituciÃ³n EspaÃ±ola (1978)• 

La nueva situaciÃ³n polÃ−tica de EspaÃ±a necesitaba reflejarse en un texto constitucional adecuado, una
norma que contara con el consenso de la mayorÃ−a de los partidos con representaciÃ³n parlamentaria.

Ese espÃ−ritu se manifestÃ³ en dos aspectos fundamentales: por un lado, en la pluralidad de ideologÃ−as que
formaron parte de la ponencia que redactÃ³ el borrador de la ConstituciÃ³n (Miguel Herrero, JosÃ© Pedro
PÃ©rez Llorca y Gabriel Cisneros, de la UCD; Gregorio Peces-Barba, del Partido Socialista Obrero
EspaÃ±ol; Jordi SolÃ© Tura, del Partido Comunista de EspaÃ±a (PSUC); Manuel Fraga Iribarne, de Alianza
Popular, y Miquel Roca i Junyent, de la MinorÃ−a Catalana); y por otro lado, en el referÃ©ndum que se
celebrÃ³ el 6 de diciembre de 1978, cuando los espaÃ±oles, convocados a las urnas bajo el eslogan “EspaÃ±a
decide su futuro. Tu derecho es votar. Vota libremente” ratificaron aquella ConstituciÃ³n con el 87,7 % de los
votos favorables.

De esa forma, conseguimos que nuestra “Ley de Leyes” tuviera un carÃ¡cter integrador y una estabilidad y
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aceptaciÃ³n popular insÃ³litas en nuestro panorama histÃ³rico.
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